


 

La desaparición de personas es una de las crisis humanitarias más dolorosas y 

complejas que enfrenta el país. Detrás de cada cifra hay una ausencia, una familia 

fracturada y una búsqueda que no se detiene. En este contexto, el papel del Estado 

no es opcional: es una obligación jurídica, institucional y profundamente humana. 

Reconocer esta responsabilidad implica pasar del discurso a la acción, 

especialmente cuando la ley ya ha establecido los mecanismos para hacerlo y 

estos, por omisión, no han sido implementados. 

El Partido Revolucionario Institucional ha propuesto de manera firme la instalación 

de los mecanismos estatales de búsqueda de personas desaparecidas, exigiendo la 

implementación urgente del Mecanismo Estatal de Búsqueda, así como la 

designación del Consejo Estatal Ciudadano con la participación directa de los 

colectivos. Esta propuesta no surge de una agenda política coyuntural, sino del 

reconocimiento de una deuda histórica con las familias que, ante la ausencia del 

Estado, han tenido que convertirse en buscadoras, investigadoras y defensoras de 

derechos humanos. 

El Mecanismo Estatal de Búsqueda no es solo una estructura formal; es una 

herramienta indispensable para coordinar acciones, garantizar protocolos 

adecuados, sistematizar información y asegurar una respuesta inmediata y eficaz 

ante los casos de desaparición. Asimismo, el Consejo Estatal Ciudadano representa 

un componente esencial para dotar de legitimidad, vigilancia social y perspectiva 

humana a las políticas públicas en esta materia. La participación de los colectivos 

no es un favor: es un derecho y una condición necesaria para que las decisiones se 

tomen con sensibilidad, experiencia y conocimiento del terreno. 



El exhorto que impulsa el PRI es, ante todo, un deber moral. No se puede pedir 

paciencia a quienes llevan años buscando, ni justificar la inacción cuando el marco 

legal ya existe. Es también un deber jurídico, porque el incumplimiento de la Ley 

vulnera derechos fundamentales y debilita el Estado de derecho. Y es un deber 

institucional, porque un gobierno que no garantiza mecanismos de búsqueda 

efectivos falla en una de sus funciones más básicas: proteger a su población. 

Desde el PRI Yucatán, el compromiso es claro y sostenido. Acompañar a las 

familias, exigir que el Estado cumpla y trabajar para que la justicia no sea una 

promesa lejana, sino una realidad tangible. La desaparición no puede normalizarse 

ni administrarse desde la indiferencia. Requiere voluntad política, coordinación 

interinstitucional y, sobre todo, empatía con quienes viven la ausencia todos los 

días. 

Este llamado no admite más retrasos. La instalación urgente del Mecanismo Estatal 

de Búsqueda y la conformación del Consejo Estatal Ciudadano son pasos 

indispensables para reconstruir la confianza, fortalecer las investigaciones y 

garantizar que ninguna familia enfrente sola el camino de la búsqueda. Porque la 

dignidad de las víctimas y de sus familias no puede esperar. 

La ausencia de mecanismos estatales de búsqueda no solo retrasa la localización 

de las personas desaparecidas, sino que profundiza el dolor de las familias y 

perpetúa la impunidad. Cada día sin acciones coordinadas representa una 

oportunidad perdida para encontrar respuestas y para evitar nuevas desapariciones. 

La inacción institucional no es neutral: tiene consecuencias reales y devastadoras 

en la vida de quienes buscan a sus seres queridos. Por ello, asumir la 



responsabilidad del Estado implica actuar con urgencia, transparencia y compromiso 

sostenido. 

La experiencia de los colectivos ha demostrado que la búsqueda efectiva requiere 

cercanía con el territorio, conocimiento de los contextos locales y una comunicación 

constante con las autoridades. Integrar esta experiencia en los mecanismos 

formales no solo fortalece las estrategias de búsqueda, sino que dignifica la labor de 

las familias y reconoce su papel fundamental en la construcción de verdad y justicia. 

Un Estado que escucha y colabora es un Estado que comienza a reparar, aunque 

sea de manera parcial, el daño causado por la ausencia. 

Además, la implementación del Mecanismo Estatal de Búsqueda y del Consejo 

Estatal Ciudadano permitiría avanzar hacia una política pública integral que no se 

limite a la reacción, sino que incorpore prevención, atención y acompañamiento. La 

desaparición de personas no puede abordarse de manera fragmentada ni 

improvisada. Requiere planeación, recursos suficientes, personal capacitado y una 

coordinación efectiva entre las distintas instancias de gobierno. Sin estas 

condiciones, cualquier esfuerzo resulta insuficiente. 

El compromiso con las familias de personas desaparecidas también es un 

compromiso con la verdad. Buscar no es solo localizar, sino esclarecer, investigar y 

garantizar que los hechos no se repitan. La justicia no se construye desde el silencio 

ni desde la omisión, sino desde la voluntad de enfrentar una realidad dolorosa con 

responsabilidad institucional. En este sentido, exigir el cumplimiento de la ley no es 

confrontación política, sino defensa del Estado de derecho y de los derechos 

humanos. 



El PRI Yucatán reafirma que la desaparición de personas debe ocupar un lugar 

prioritario en la agenda pública. No como un tema secundario ni como una 

estadística más, sino como una crisis que interpela a las instituciones y a la 

sociedad en su conjunto. Colocar a las víctimas en el centro de las decisiones es 

una obligación ética que no admite excusas ni dilaciones. 

Avanzar en la instalación de los mecanismos de búsqueda es dar un paso 

indispensable hacia la justicia y la dignidad. Es reconocer que el dolor de las 

familias no puede seguir siendo ignorado y que el Estado debe estar a la altura de 

su responsabilidad. Porque mientras haya una persona desaparecida, la tarea sigue 

pendiente, y porque ningún proyecto político puede considerarse legítimo si no es 

capaz de responder, con hechos, a una de las tragedias más profundas que 

enfrenta nuestro país. 

 


